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Birriel Cardona, Jueza Ponente 

 

SENTENCIA   

 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de agosto de 2016. 

   Comparece la parte apelante Sra. Arlene Santiago 

Santiago en el KLAN201400045 y solicita que revoquemos la 

Sentencia dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

de Ponce, el 15 de octubre de 2013 y notificada el día 16 del 

mismo mes y año. En la misma el Foro apelado declaró 

disuelta la comunidad de bienes post ganancial compuesta por 

las partes. Además, condenó a la apelante a pagar la mitad de 

todas las deudas incurridas luego de disuelto el vínculo 

matrimonial, incluyendo las deudas con el Departamento de 

Hacienda y con el “Internal Revenue Service” (IRS). La 

apelante también deberá pagar al apelado Dr. Roberto Torres 

Aguiar la suma global de $274,655.65 por los diferentes 

conceptos desglosados en la Sentencia, el interés legal de 

cada partida a ser computado desde la disolución del vínculo 
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matrimonial hasta la fecha en que se dictó Sentencia, las 

costas del litigio y $5,000.00 en concepto de honorarios por 

temeridad.1  

Mediante recurso de Apelación KLAN201401397 la     

Sra. Arlene Santiago Santiago solicita que revoquemos la 

Resolución emitida por el Tribunal del Primer Instancia, Sala 

de Ponce, con fecha de 17 de julio de 2014 y notificada el día 

24 del mismo mes y año. En la referida Resolución el Foro 

apelado le deniega la solicitud de pensión ex cónyuge debido 

a que no está presente el elemento de necesidad requerido 

para conceder la misma.  

Por estar estrechamente relacionados, ambos recursos 

de apelación fueron consolidados mediante Resolución emitida 

con fecha de 17 de octubre de 2014. Con el beneficio de la 

comparecencia de ambas partes procedemos a resolver. 

-I- 

 
La apelante Sra. Arlene Santiago Santiago y el apelado 

Roberto Torres Aguiar contrajeron matrimonio el 6 de julio de 

1991. Antes de contraer matrimonio, las partes otorgaron 

ante Notario Público una Escritura de Capitulaciones, haciendo 

constar que durante el matrimonio no gobernaría el régimen 

económico de sociedad legal de gananciales y, en su lugar, 

optaron por establecer un régimen de separación total de 

bienes. El apelado Sr. Torres es doctor en medicina con 

especialidad en cardiología y cirugía. El Sr. Torres y la 

apelante Sra. Santiago trabajaban en una oficina médica 

comprada por ambos. El apelado atendía pacientes y la 

                                                 
1 Véase, Apéndice del KLAN201400045, págs. 18-19, Sentencia, para ver las 

diferentes partidas desglosadas.  
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apelante administraba la oficina. La Sra. Santiago cobraba 

deducibles, facturaba los servicios ofrecidos por su esposo, 

pagaba las deudas y cumplía con las obligaciones propias de 

una oficina médica sin hacer distinción en cuanto a la 

procedencia del dinero. Igual era el caso en la vida privada de 

los cónyuges. La apelante era la encargada de administrar y 

pagar las deudas y obligaciones del matrimonio. El apelado 

proveía el dinero laborando como médico.  

A pesar de haber pactado la separación total de bienes 

antes de contraer nupcias, para todos los efectos las partes se 

comportaron como una sociedad de gananciales. El 

matrimonio tenía cuentas de banco a nombre de ambos y 

rendían planillas en conjunto. Las partes adquirieron bienes 

inmuebles y muebles en común sin hacer distinción de la 

responsabilidad individual de cada uno. Igualmente, todos sus 

negocios, compras, deudas y obligaciones fueron contraídos 

de forma solidaria. 

No obstante, debido a que el régimen de sociedad legal 

de gananciales estaba expresamente excluido en la Escritura 

de Capitulaciones, entre las partes germinó una comunidad de 

bienes. Cada cónyuge tenía una participación en común pro 

indiviso con el otro.  

Posteriormente, luego de más de 15 años de matrimonio 

el 31 de marzo de 2008 las partes se divorciaron por la causal 

de separación. De acuerdo con las conclusiones de hecho 

realizadas por el Foro primario el matrimonio disuelto dejó 

cuantiosos activos que resumiremos a continuación:2 

 

                                                 
2 Véase, Apéndice págs. 86-89, Sentencia. KLAN201400045 
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1. Bienes inmuebles: 

a. Oficina en Torre San Cristóbal. Precio de 
compra $223,003.00 

b. Residencia en Urb. Haciendas el Monte. 
Precio de compra: $275,000.00. Valor 

actual: $450,000.00 

TOTAL=$673,003.00 
 

2. Bienes muebles:  
a. Obras de Arte. Alrededor de catorce (14) 

obras de reconocidos artistas con un valor 

total estimado de $104,500.003  
b. Otros muebles. Incluye todo tipo de 

enseres, electrónicos y decorativos. Valor 
total: $103,500.00. 

Como mencionamos anteriormente, la apelante era la 

encargada de administrar las cuentas y obligaciones del 

extinto matrimonio. A pesar de esto, la apelante dejó de 

cumplir con sus obligaciones. La Sra. Santiago dejó de pagar 

las hipotecas que gravaban los inmuebles antes descritos, así 

como otras deudas asumidas por los ex cónyuges. Como 

consecuencia directa de dichas omisiones los acreedores 

hipotecarios ejecutaron las propiedades y, además, las 

mismas son objetos de embargos estatales y federales. Al 

momento de recaer la sentencia aquí apelada, los pasivos de 

la comunidad de bienes eran los siguientes:4 

1. Hipotecas  

a. A favor de Eurobank por $60,000.00 al 

9.5% interés anual. 
b. A favor de Banco Santander por 

$220,000.00 al 18% interés anual.  
c. A favor de Eurobank por $100,000.00 al 

12% de interés anual.  

d. A favor de Platinum Mortgage Bankers, Inc. 
por $291,000.00 al 5.95% interés annual.  

 
2. Deudas: 

a. Departamento de Hacienda $881,966.70 

b. “Internal Revenue Service” $175,000.00 

                                                 
3 Este valor está basado en el precio de adquisición. Se intentó realizar una 

tasación de las mismas para descubrir su valor real pero la apelante no 

compareció para permitir acceso a la propiedad donde están ubicadas.  
4 Véase, Apéndice págs. 92-93, Sentencia. KLAN201400045 
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Por otro lado, durante el descubrimiento de prueba salió 

a relucir que durante la vigencia del matrimonio, la           

Sra. Santiago secretamente retuvo y desvió grandes sumas 

de dinero a cuentas personales privadas.5 Esto ocurrió sin 

conocimiento y consentimiento del Sr. Torres. La apelante 

logró desviar $340,811.30 a cuentas bancarias privadas y 

secretas.6 La apelante también adquirió varias pólizas de 

seguro con dinero perteneciente a la comunidad de bienes de 

los ex cónyuges.  

-II- 
A. Sobre comunidad de bienes  

 Una comunidad de bienes existe cuando la propiedad de 

una cosa o de un derecho pertenece pro indiviso a varias 

personas. Artículo 326 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 1271. 

La distribución de las cargas y beneficios de los copartícipes 

en la comunidad tiene que ser consecuente con la proporción 

de sus respectivas cuotas. Artículo 327 del Código Civil, 31 

L.P.R.A. sec. 1272. Sin embargo, la participación en la 

comunidad se presumirá igual, mientras no se pruebe lo 

contrario. Artículo 327 del Código Civil, supra; Véase además, 

Díaz v. Aguayo, 162 D.P.R. 801 (2004).  

El uso común tampoco debe ser en perjuicio del interés 

de la comunidad. Díaz v. Aguayo, supra. Uno de los principios 

rectores de un régimen pacífico y justo de la comunidad es 

que un comunero está impedido de utilizar la cosa común 

para su beneficio exclusivo y sin pagar una adecuada 

                                                 
5 Véase, págs. 8-9, Sentencia. KLAN201400045.  
6 Véase, Apéndice pág. 9, Sentencia. Las cuentas descubiertas estaban 

distribuidas en diferentes bancos. Ej: Eurobank #111003928 con un balance 

de $157,227.91 a octubre de 2007; Eurobank #1102013376 con un balance 

de $169,588.39 a agosto de 2007 y al menos seis (6) cuentas bancarias 

adicionales cuyos balances se desconocen.  
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compensación a dicha comunidad. De la Fuente v. Roig, 82 

D.P.R. 514 (1961). Si sólo uno de los cónyuges mantiene el 

control y uso de los bienes de la comunidad, el otro cónyuge 

tiene un derecho superior, como comunero a que el ex 

cónyuge le pague una suma líquida específica periódica.  Díaz 

v. Aguayo, supra. Por último, por el mero hecho del 

surgimiento de una relación de convivencia no se presume la 

existencia de una comunidad de bienes, quien alega su 

existencia tiene que demostrar que, a pesar de no existir una 

sociedad de gananciales, trabajó, brindó servicios, y se 

esforzó durante la convivencia. Domínguez Maldonado v. 

E.L.A., 137 D.P.R. 954 (1995).7 

B. Sobre la apreciación de la prueba 

Como regla general, es doctrina ampliamente conocida 

aquella que establece deferencia judicial en la etapa apelativa 

a la apreciación de la prueba que hizo el juzgador de 

instancia. La norma jurídica reconocida en nuestro sistema de 

derecho procesal señala que la apreciación de la prueba 

realizada por el tribunal sentenciador y la credibilidad que 

dicho foro otorgue a dicha prueba debe ser objeto de gran 

deferencia por los tribunales apelativos, los cuales, en 

ausencia de circunstancias extraordinarias que demuestren 

que el tribunal apelado actuó movido por la pasión, el 

prejuicio, la parcialidad, o error manifiesto, no deben 

intervenir con las determinaciones de hechos de este último. 

Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 D.P.R. 717 (2007); 

Colón González v. K-mart, 154 D.P.R. 510 (2001). 

                                                 
7 Ambas partes admitieron que durante el matrimonio trabajaron y aportaron 

bienes y servicios indistintamente a la comunidad de bienes matrimonial.  
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El arbitrio del juzgador, aunque respetable y digno de 

deferencia, no es absoluto. La apreciación errónea de la 

prueba no tiene credenciales de inmunidad frente a la función 

revisora de un tribunal apelativo. En dicha función revisora el 

tribunal apelativo, por vía de excepción, puede descartar las 

determinaciones de hechos del Tribunal de Primera Instancia 

cuando estas no representan el balance más racional, 

justiciero y jurídico de la totalidad de la prueba que desfiló 

ante dicho tribunal. Rivera Pérez v. Cruz Corchado, 119 D.P.R. 

8 (1987); Ramos Acosta v. Caparra Dairy, Inc., 113 D.P.R. 

357 (1982). 

C. Sobre los efectos de la anotación de rebeldía. 

La figura de la rebeldía está regulada por la Regla 45 de 

Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V. El mecanismo de 

anotación de rebeldía se encuentra constituido en la        

Regla 45.1,  32 L.P.R.A. Ap. V, la cual dispone:     

Cuando una parte contra la cual se solicite una 

sentencia que concede un remedio afirmativo haya 
dejado de presentar alegaciones o de defenderse 

en otra forma según se dispone en estas reglas, y 
este hecho se pruebe mediante una declaración 

jurada o de otro modo, el Secretario o Secretaria 

anotará su rebeldía.   
 

El tribunal a iniciativa propia o a moción de parte, 
podrá anotar la rebeldía a cualquier parte 

conforme a la Regla 34.3(b)(3) de este apéndice.   

 
Dicha anotación tendrá el efecto de que se den por 

admitidas las aseveraciones de las alegaciones 
afirmativas, sujeto a lo dispuesto en la Regla 

45.2(b) de este apéndice.   

 
La omisión de anotar la rebeldía no afectará la 

validez de una sentencia dictada en rebeldía. 
 

Este remedio opera en dos situaciones, a saber: cuando 

el demandado no cumple con el requisito de comparecer a 



 
 

 
KLAN201400045 consolidado con KLAN201401397 

 

8 

contestar la demanda o en las situaciones en que una de las 

partes en el pleito ha incumplido con algún mandato del 

tribunal, lo que motiva a éste a imponerle la rebeldía como 

sanción. Ocasio v. Kelly Services, 163 D.P.R. 653, 670 

(2005);  Álamo v. Supermercado Grande, Inc., 158 D.P.R. 93, 

100 (2002).  El demandado al que se le anota la rebeldía 

renuncia a presentar prueba contra las alegaciones de la 

demanda y a levantar sus defensas afirmativas. Rodríguez v. 

Tribunal Superior, 102 D.P.R. 290, 294 (1974). Las 

consecuencias de la anotación de rebeldía se pueden resumir 

en dar por admitidos todos los hechos bien alegados en la 

demanda y en autorizar al tribunal para que dicte sentencia, si 

ésta procede como cuestión de derecho. Rivera Figueroa v. 

Joe´s European Shop, 183 D.P.R. 580 (2011).   

D. Sobre temeridad. 

La Regla 44.1 (d) de las de Procedimiento Civil de 

Puerto Rico, 32 L.P.R.A. Ap. III, sobre los honorarios por 

temeridad, lee así:   

(d) Honorarios de abogado. En caso que cualquier 

parte o su abogado o abogada haya procedido con 

temeridad o frivolidad, el tribunal deberá 
imponerle en su sentencia al responsable el pago 

de una suma por concepto de honorarios de 
abogado que el tribunal entienda correspondan a 

tal conducta. En caso que el Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico, sus municipios, agencias o 
instrumentalidades haya procedido con temeridad 

o frivolidad, el tribunal deberá imponerle en su 
sentencia una suma por concepto de honorarios de 

abogado, excepto en los casos en que esté 

expresamente exento por ley del pago de 
honorarios de abogado.  

 
La temeridad se define como aquella conducta que hace 

necesario un pleito que se pudo evitar, que lo prolongue 

innecesariamente o que obliga que la otra parte incurra en 
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gestiones evitables. Elba A.B.M. v. U.P.R., 125 D.P.R. 294, 

329 (1990). La determinación de temeridad así como la 

consecuente condena de honorarios son asuntos 

discrecionales que residen en la competencia del TPI. Puerto 

Rico Oil Co., Inc. v. Dayco Products, Inc., 164 D.P.R. 486 

(2005). Nuestro más alto foro ha expresado que la partida de 

honorarios de abogado concedida no se variará en apelación, 

"a menos que la misma sea excesiva, exigua o constituya un 

abuso de discreción".  Ramírez v. Club Cala de Palmas, 123 

D.P.R. 339 (1989); Boyd v. Tribunal Superior, 101 D.P.R. 651 

(1973). 

E. KLAN201401397 

El recurso que discutiremos a continuación, a pesar de 

estar titulado como Apelación, este Tribunal lo acoge como 

Certiorari por provenir de una Resolución.8  

El 10 de enero de 2013 la apelante Sra. Santiago 

presentó un escrito titulado Petición ante el Tribunal de 

Primera Instancia. En el mismo relata que debido al divorcio 

carece de los medios para sufragar sus necesidades 

alimenticias, de alojamiento y de medicinas, entre otras. 

Alega que el Sr. Torres la ha abandonado aun cuando posee 

los medios para ayudarla económicamente. Como remedio, la 

peticionaria reclama la suma de $6,000.00 mensuales por 

concepto de pensión ex cónyuge. Enterado de la Petición, el 

Sr. Torres presentó su Réplica a Petición de Alimentos Ex 

Cónyuge y el Foro de instancia lo declaró No Ha Lugar el 26 

de septiembre de 2013. Luego, el 25 de octubre de 2013 la 

parte recurrida presentó Moción de Reconsideración. En su 

                                                 
8 Véase Apéndice 2 del recurso KLAN201401397. 
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escrito, el Sr. Torres solicitó al Tribunal que tomara 

conocimiento judicial de la Sentencia dictada el 16 de octubre 

de 2013, emitida por el Honorable Eric Ronda del Toro, sobre 

división de comunidad de bienes post ganancial.9 Además, 

acompaño copia de la referida Sentencia.  

El 17 de julio de 2014 el Tribunal de Primera Instancia 

emitió una Resolución en el caso Civil Núm.: J DI2006-0763 

en donde toma conocimiento judicial de la Sentencia dictada 

el 16 de octubre de 2013. Como consecuencia, el Tribunal 

declaró No Ha Lugar la solicitud de alimentos ex cónyuge, 

presentada por la Sra. Santiago, por haberse demostrado que 

la Sra. Santiago contaba con suficiente capacidad económica.  

La Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, establece los criterios que este Tribunal 

de Apelaciones tomará en cuenta para determinar la 

expedición de un auto de certiorari. A saber, estos criterios 

son: si el remedio y la disposición de la decisión recurrida son 

contrarios a derecho; si la situación de hechos planteada es la 

más indicada para el análisis del problema; si ha mediado 

prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto en la 

apreciación de la prueba por el Tribunal de Primera Instancia; 

si el asunto planteado exige consideración más detenida a la 

luz de los autos originales o de alegatos más elaborados; si la 

etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la más 

propicia para su consideración; si la expedición del auto no 

causa un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 

                                                 
9 Sentencia del Caso Civil Núm.: J AC2008-0453. La misma fue apelada y su 

número de control es el KLAN201400045. Esta Apelación es también es 

objeto de la presente revisión.  
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indeseable en la solución final del litigio; si la expedición del 

auto evita un fracaso de la justicia.   

Al evaluar un auto de certiorari debemos guiarnos por 

los anteriores criterios y utilizar nuestra discreción para 

entender o no en los méritos de los asuntos planteados en el 

recurso. Por tratarse de un recurso extraordinario, este 

Tribunal ejerce su discreción en aquellos casos que sea 

necesario corregir un error cometido por el Tribunal de 

Primera Instancia. García v. Padró Hernández, 165 D.P.R. 

324, 335. 

En el presente caso entendemos que el Foro recurrido 

actuó conforme a Derecho. En ausencia de las circunstancias 

que nos permitirían intervenir, denegamos la expedición del 

auto de certiorari objeto de la resolución emitida por el TPI el 

17 de julio de 2014.  

-III- 

En su recurso de Apelación KLAN201400045 la         

Sra. Santiago enumera una serie de errores que entiende 

cometió el Tribunal de Primera Instancia. Como primer 

señalamiento de error, la Sra. Santiago alega que el valor 

asignado a las obras de arte del apelado no están basados en 

prueba pericial ni documental. La única prueba sobre el valor 

de las mismas es el testimonio del apelado. Primero tenemos 

que señalar que la prueba pericial no es un requisito sine qua 

non para establecer un hecho. Dicho lo anterior, el Sr. Torres 

es un amante del arte y dada su amplia colección y 

conocimiento sobre las obras, el Tribunal apelado pudo 

razonablemente otorgarle credibilidad a su testimonio. 
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Además, el apelado testificó sobre el valor de compra, del cual 

sí tiene conocimiento. Igualmente es posible que varias de las 

obras de arte enumeradas en la Sentencia tengan un mayor 

valor. No obstante lo anterior, la apelante tuvo la oportunidad 

de controvertir la prueba el día del juicio. Sin embargo, la 

apelante no compareció y, estando en rebeldía se dieron por 

admitidas todos los hechos bien alegados, y se dictó 

Sentencia conforme.  

Igual análisis merecen los señalamientos de error sobre 

las deudas con el Departamento de Hacienda y el IRS y sobre 

la correcta valoración de los bienes muebles. La realidad del 

caso es que la apelante no presentó prueba que refutara 

aquella ofrecida por la parte apelada. Inclusive, al encontrarse 

en rebeldía se dieron por admitidos varios hechos. En su 

escrito de Apelación, por derecho propio, la apelante se 

esfuerza vanamente en invocar doctrinas legales y versiones 

de los hechos sin éxito alguno. La realidad del caso es que las 

partes estuvieron casadas hasta el año 2008. Durante la 

duración del matrimonio, debido al comportamiento de las 

partes, surgió una comunidad de bienes. Una vez se disolvió 

el vínculo matrimonial el apelado solicitó la división de la 

comunidad. En la comunidad de bienes se presume que las 

partes que la componen aportan a la misma en igual 

proporción. Aunque esta presunción es rebatible, la apelante 

no ofreció prueba admisible que le demostrara al Foro apelado 

cualquier crédito o acreencia. Por lo tanto, ambas partes 

comparten tanto las ganancias como las perdidas.  
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Finalmente, en el presente caso no se encuentran las 

circunstancias extraordinarias que nos permitirían alterar las 

determinaciones de hecho realizadas por el Tribunal de 

Primera Instancia. El expediente carece de síntomas que 

denoten pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto, 

razón por lo cual no intervendremos con las mismas. 

-IV- 

Por los fundamentos expresados anteriormente, se 

acoge el KLAN201401397 como una petición de Certiorari y se 

deniega por ser la resolución recurrida correcta en Derecho, 

mientras que en lo relativo al KLAN201400045 confirmamos 

en su totalidad la sentencia aquí impugnada.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

Notifíquese inmediatamente. 

 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


